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[EXTRACTO] 
 
I 

INTRODUCCIÓN DE LA CAUSA 
[…] 
 
2. La Comisión presentó la demanda en este caso con el objeto de que la Corte 
decidiera si el Estado es responsable por la violación de los derechos consagrados 
en los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 8 
(Derecho a las Garantías Judiciales) y 25 (Derecho a la Protección Judicial) de la 
Convención Americana, en relación con la obligación establecida en el artículo 1.1 
(Obligación de Respetar los Derechos) de la misma, en perjuicio del señor Damião 
Ximenes Lopes (en adelante “el señor Damião Ximenes Lopes”, “el señor Ximenes 
Lopes” o “la presunta víctima”), por las supuestas condiciones inhumanas y 
degradantes de la hospitalización del señor Damião Ximenes Lopes, una persona 
con discapacidad mental; los alegados golpes y ataques contra la integridad 
personal de que se indica fue víctima por parte de los funcionarios de la Casa de 
Reposo Guararapes (en adelante “la Casa de Reposo Guararapes” o “el hospital”); 
su muerte mientras se encontraba allí sometido a tratamiento psiquiátrico; así 
como la supuesta falta de investigación y garantías judiciales que caracterizan su 
caso y lo mantienen en la impunidad. La presunta víctima fue internada el 1 de 
octubre de 1999 para recibir tratamiento psiquiátrico en la Casa de Reposo 
Guararapes, la cual era un centro de atención psiquiátrica privado, que operaba 
dentro del marco del sistema público de salud del Brasil, llamado Sistema Único de 
Salud (en adelante “el Sistema Único de Salud” o “el SUS”), en el Municipio de 
Sobral, estado del Ceará.  El señor Ximenes Lopes falleció el 4 de octubre de 1999 
dentro de la Casa de Reposo Guararapes, al final de tres días de internación. 
 
3. Agregó la Comisión que los hechos del presente caso se ven agravados por la 
situación de vulnerabilidad en la que se encuentran las personas con discapacidad 
mental, así como por la especial obligación del Estado de brindar protección a las 
personas que se encuentran bajo el cuidado de centros de salud que funcionan 
dentro del Sistema Único de Salud del Estado.  Consecuentemente, la Comisión 
solicitó a la Corte que ordene al Estado que adopte determinadas medidas de 
reparación indicadas en la demanda y que reintegre las costas y gastos.  
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VII 
HECHOS PROBADOS 

 
[LOS HECHOS QUE A CONTINUACIÓN SE PRESENTAN SON UN RESUMEN DE LOS ESTABLECIDOS EN LA 

SENTENCIA] 
 
Antecedentes del caso: historia clínica del señor Damião Ximenes Lopes  
 
El señor Damião Ximenes Lopes, durante su juventud, desarrolló una discapacidad 
mental de origen orgánico, proveniente de alteraciones en el funcionamiento de su 
cerebro.   
 
En la época de los hechos, el señor Damião Ximenes Lopes tenía 30 años de edad y 
vivía con su madre en la ciudad de Varjota. 
 
En 1995 el señor Damião Ximenes Lopes fue internado por primera vez en la Casa 
de Reposo Guararapes, durante un período de dos meses.  Al regresar a su casa, se 
encontraba en mejor estado, pero tenía heridas en las rodillas y tobillos, las que 
justificó diciendo que había sido víctima de violencia.  Sus familiares creyeron la 
versión de un funcionario de la Casa de Reposo Guararapes, quien afirmó, cuando 
fue cuestionado sobre la causa de dichas heridas, que el señor Ximenes Lopes se 
las había autoinflingido al intentar fugarse.  
 
El señor Damião Ximenes Lopes fue admitido en la Casa de Reposo Guararapes, 
como paciente del Sistema Único de Salud (SUS), en perfecto estado físico, el 1 de 
octubre de 1999.   
 
El 3 de octubre de 1999 el señor Damião Ximenes Lopes tuvo una crisis de 
agresividad y estaba desorientado.  La presunta víctima entró a un baño en la Casa 
de Reposo Guararapes, y se negaba a salir de ahí, por lo que fue dominado y 
retirado a la fuerza por un auxiliar de enfermería, señor Elías Gomes Coimbra. 
 
Malos tratos y muerte del señor Damião Ximenes Lopes 
 
El 4 de octubre de 1999, aproximadamente a las 9:00 a.m., la madre de Damião 
Ximenes Lopes llegó a visitarlo a la Casa de Reposo Guararapes y lo encontró 
sangrando, con hematomas, con la ropa rota, sucio y oliendo a excremento, con las 
manos amarradas hacia atrás, con dificultad para respirar, agonizante, y gritando y 
pidiendo auxilio a la policía.  El señor Ximenes Lopes seguía sometido a la 
contención física que le había sido aplicada desde la noche anterior. 
 
El señor Ximenes Lopes falleció el 4 de octubre de 1999, a las 11:30 a.m., en la 
Casa de Reposo Guararapes, en circunstancias violentas, aproximadamente dos 
horas después de haber sido medicado por el director clínico del hospital, y sin ser 
asistido por médico alguno en el momento de su muerte, ya que la unidad pública 
de salud en que se encontraba internado para recibir cuidados psiquiátricos no 
contaba con ningún doctor en aquel momento. 



 
Posteriormente, el 17 de febrero de 2000, en respuesta a una solicitud del 
Ministerio Público, para que los médicos que realizaron la autopsia definiesen si las 
lesiones encontradas en el cadáver pudieron haber sido consecuencia de golpes o 
caídas sufridos por el señor Damião Ximenes Lopes, el Instituto Médico Legal 
amplió el contenido de sus conclusiones, e informó que “las lesiones descritas [en el 
laudo del examen cadavérico] fueron provocadas por acción de instrumento 
contundente (o por múltiples golpes o caídas) no siendo posible afirmar el modo 
específico”. 
 
Proceso penal sobre la muerte del señor Damião Ximenes Lopes 
 
El 27 de marzo de 2000 el representante del Ministerio Público presentó ante la 
Tercera Sala del Juzgado de Sobral acusación criminal en contra de Sérgio Antunes 
Ferreira Gomes, Carlos Alberto Rodrigues dos Santos, André Tavares do 
Nascimento y Maria Salete Moraes de Mesquita, por suponerlos culpables del delito 
de malos tratos con resultado de muerte, tipificado en el artículo 136 del Código 
Penal del Brasil, en perjuicio del señor Damião Ximenes Lopes. 
 
Desde el 24 de mayo de 2000 y durante alrededor de dos años, el Juzgado de la 
Tercera Sala de Sobral se limitó a celebrar audiencias, de las cuales muchas fueron 
aplazadas por distintos motivos, realizándose días o meses después de la fecha 
original. 
 
El procedimiento penal inició el 27 de marzo de 2000 con la interposición de la 
denuncia por parte del Ministerio Público, y a la fecha de la emisión de la presente 
Sentencia aún no se ha dictado fallo de primera instancia. 
 
Acción civil de resarcimiento 
 
El 6 de julio de 2000 Albertina Viana Lopes promovió acción de indemnización ante 
la Quinta Sala Civil por daños morales en contra de la Casa de Reposo Guararapes, 
Sérgio Antunes Ferreira Gomes y Francisco Ivo de Vasconcelos, como consecuencia 
del “dolor, tristeza, sufrimiento y humillación que […] pasó y pasará por el resto de 
su vida” por la muerte de su hijo Damião Ximenes Lopes. 
 
El 29 de agosto de 2003 la Quinta Sala Civil resolvió suspender el proceso civil por 
el plazo máximo de un año para esperar la resolución de la acción penal. 
 
Casa de Reposo Guararapes 
 
La Casa de Reposo Guararapes era un hospital privado de salud, propiedad de 
Sérgio Antunes Ferreira Gomes, la que fue contratada por el Estado para prestar 
servicios de atención psiquiátrica bajo la dirección del Sistema Único de Salud, y 
actuaba como unidad pública de salud en nombre y por cuenta del Estado.   
 
Las condiciones de confinamiento en la Casa de Reposo Guararapes eran 
inhumanas y degradantes; la atención médica a los pacientes frecuentemente era 
prestada en la recepción e incluso en presencia de visitantes. 
 
En el marco del contexto de violencia en contra de los pacientes, y con anterioridad 
a la muerte del señor Damião Ximenes Lopes, ocurrieron en la Casa de Reposo 
Guararapes al menos dos muertes en circunstancias violentas. 
 
La última inspección que se había realizado en la Casa de Reposo Guararapes había 
sido el 15 de mayo de 1996, por el Grupo de Acompañamiento de Asistencia 



Psiquiátrica del Ministerio de Salud (GAP), en la cual se recomendó el cierre de dos 
enfermerías de la Casa de Reposo Guararapes. 
 
El 29 de febrero de 2000 el Consejo Municipal de Salud, con base en las 
conclusiones del informe de la Comisión de Investigación Administrativa, decidió, 
mediante Resolución No. 001/2000, la intervención de la Casa de Reposo 
Guararapes por parte de un órgano municipal de salud.   
 
Al cabo de una intervención de ciento veinte días, el 10 de julio de 2000 la 
Secretaría de Salud y Asistencia Social, dispuso “cancelar la acreditación de la Casa 
de Reposo Guararapes como institución psiquiátrica para prestar servicios al 
[Sistema Único de Salud] en el área de asistencia hospitalaria en psiquiatría”. 
 

VIII 
VIOLACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 4.1 Y 5.1 Y 5.2 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA, 

 EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 DE LA MISMA 
(Derecho a la Vida, a la Integridad Personal y 

Obligación de Respetar los Derechos) 
 

[…] 
 
119. La Corte reitera que el reconocimiento de responsabilidad efectuado por el 
Estado por la violación de los artículos 4 y 5 de la Convención, en perjuicio del 
señor Damião Ximenes Lopes, constituye una contribución positiva al desarrollo de 
este proceso y tiene fundamental importancia para la vigencia de los principios que 
inspiran la Convención Americana1 en el Estado.   
 
120. El Tribunal tiene por establecido que en la Casa de Reposo Guararapes 
existía un contexto de violencia en contra de las personas ahí internadas, quienes 
estaban bajo la amenaza constante de ser agredidas directamente por los 
funcionarios del hospital, o bien de que éstos no impidiesen las agresiones entre los 
pacientes, ya que era frecuente que los empleados no tuviesen entrenamiento para 
trabajar con personas con discapacidades mentales. […] En resumen, y según 
señaló la Comisión de Investigación Administrativa instaurada con posterioridad a 
la muerte del señor Damião Ximenes Lopes, la Casa de Reposo Guararapes “no 
ofrec[ía] las condiciones exigibles y [era] incompatible con el ejercicio ético-
profesional de la Medicina” (supra párrs. 112.56, 112.57, 112.61, 112.63, 112.64 y 
112.65). 
 
[…] 
 
122. En el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional, el Estado 
reconoció los hechos de la demanda relacionados con el fallecimiento del señor 
Damião Ximenes Lopes, y la falta de prevención para superar las condiciones que 
permitieron que ocurriera tal incidente, así como la precariedad del sistema de 
atención mental al cual la presunta víctima fue sometida, al momento de los 
hechos, lo que constituyó una violación del artículo 4 de la Convención.  El Estado, 
además, reconoció los malos tratos de que fue víctima el señor Ximenes Lopes 
antes de su muerte, en violación del artículo 5 de la Convención (supra párrs. 36, 
63 y 66).   
 
123. No obstante ello, la Corte considera pertinente analizar ciertos aspectos 
relativos a la violación de los derechos consagrados en los artículos 4 y 5 de la 
Convención en el presente caso, ya que esta es la primera vez que el Tribunal tiene 
                                                 
1 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 55; Caso Blanco Romero, supra nota 20, párr. 
100; y Caso García Asto y Ramírez Rojas, supra nota 20, párr. 60. 
 



la oportunidad de pronunciarse sobre la violación de los derechos de una persona 
que padecía una discapacidad mental.  La Corte analizará el tema bajo dos 
perspectivas: A) los derechos de las personas con discapacidad mental, y B) los 
deberes del Estado en relación con esas personas.  
 

A) Los derechos de las personas con discapacidad mental 
 
 
1. El derecho a la vida y a la integridad personal 
 
124. Esta Corte reiteradamente ha afirmado que el derecho a la vida es un 
derecho humano fundamental, cuyo goce es un prerrequisito para el disfrute de 
todos los demás derechos humanos.  En razón del carácter fundamental del 
derecho a la vida, no son admisibles enfoques restrictivos del mismo2.   
 
125. En virtud de este papel fundamental que se asigna al derecho a la vida en la 
Convención, la Corte ha afirmado en su jurisprudencia constante que los Estados 
tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran 
para que no se produzcan violaciones de ese derecho inalienable, y en particular, el 
deber de impedir que sus agentes atenten contra él3. […] 
 
126. A su vez, la Convención Americana reconoce expresamente el derecho a la 
integridad personal, bien jurídico cuya protección encierra la finalidad principal de la 
prohibición imperativa de la tortura y penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes.  Este Tribunal ha considerado de forma constante en su 
jurisprudencia que dicha prohibición pertenece hoy día al dominio del ius cogens4.  
El derecho a la integridad personal no puede ser suspendido bajo circunstancia 
alguna5.   

                                                 
2 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párrs. 82 y 83; Caso Comunidad Indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 4, párrs. 150, 151 y 152; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 25, 
párrs. 119 y 120; Caso de la Masacre de Mapiripán, supra nota 21, párr. 232; Caso Comunidad Indígena 
Yakye Axa, supra nota 30, párrs. 161 y 162; Caso Huilca Tecse. Sentencia de 3 de marzo de 2005. Serie 
C No. 121, párrs. 65 y 66; Caso “Instituto de Reeducación del Menor”. Sentencia de 2 de septiembre de 
2004. Serie C No. 112, párrs. 156 y 158; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri. Sentencia de 8 de 
julio de 2004. Serie C No. 110, párrs. 128 y 129; Caso 19 Comerciantes. Sentencia de 5 de julio de 
2004. Serie C No. 109, párr. 153; Caso Myrna Mack Chang. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. 
Serie C No. 101, párrs. 152 y 153; Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 30, párr. 110; y Caso de 
los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 
63, párr. 144. 
 
3 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 83; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, 
supra nota 4, párr. 151; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 25, párr. 120; Caso Huilca 
Tecse, supra nota 108, párr. 65; Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 108, párr. 156; 
Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 108, párr. 128; Caso 19 Comerciantes, supra nota 
108, párr. 153; Caso Myrna Mack Chang, supra nota 108, párr. 152; Caso Juan Humberto Sánchez, 
supra nota 30, párr. 110; y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra nota 108, 
párr. 144.  
 
4 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 117; Caso García Asto y Ramírez Rojas, supra 
nota 20, párr. 222; Caso Fermín Ramírez. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No 126, párr. 117; 
Caso Caesar. Sentencia de 11 de marzo de 2005. Serie C No. 123, párr. 59; Caso Lori Berenson Mejía, 
supra nota 24, párr. 100; Caso De la Cruz Flores. Sentencia de 18 de noviembre de 2004. Serie C No. 
115, párr. 125; Caso Tibi. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 143; Caso de 
los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 108, párrs. 111 y 112; Caso Maritza Urrutia. Sentencia de 
27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103, párrs. 89 y 92; Caso Bámaca Velásquez. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000, Serie C No. 70, párr. 154; y Caso Cantoral Benavides. Sentencia de 18 de agosto 
de 2000. Serie C No. 69, párr. 95.  
 
5 Cfr. artículos 5 y 27 de la Convención Americana.  Ver en ese sentido, Caso de la Masacre 
Pueblo Bello, supra nota 25, párr. 119; y Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 108, 
párr. 157.  
 



 
127. La Corte ya ha establecido que “[la] infracción del derecho a la integridad 
física y psíquica de las personas es una clase de violación que tiene diversas 
connotaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes 
o tratos crueles, inhumanos o degradantes cuyas secuelas físicas y psíquicas varían 
de intensidad según los factores endógenos y exógenos que deberán ser 
demostrados en cada situación concreta”6.  Es decir, las características personales 
de una supuesta víctima de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
deben ser tomadas en cuenta al momento de determinar si la integridad personal 
fue vulnerada, ya que tales características pueden cambiar la percepción de la 
realidad del individuo, y por ende, incrementar el sufrimiento y el sentido de 
humillación cuando son sometidas a ciertos tratamientos.  
 
2. El derecho al respeto a la dignidad y autonomía de las personas con discapacidad 
mental y a una atención médica eficaz 
 
128. Los Estados tienen el deber de asegurar una prestación de atención médica 
eficaz a las personas con discapacidad mental7.  La anterior obligación se traduce 
en el deber estatal de asegurar el acceso de las personas a servicios de salud 
básicos; la promoción de la salud mental; la prestación de servicios de esa 
naturaleza que sean lo menos restrictivos posible, y la prevención de las 
discapacidades mentales8. 
 
129. Debido a su condición psíquica y emocional, las personas que padecen de 
discapacidad mental son particularmente vulnerables a cualquier tratamiento de 
salud, y dicha vulnerabilidad se ve incrementada cuando las personas con 
discapacidad mental ingresan a instituciones de tratamiento psiquiátrico.  Esa 
vulnerabilidad aumentada, se da en razón del desequilibrio de poder existente entre 
los pacientes y el personal médico responsable por su tratamiento, y por el alto 
grado de intimidad que caracterizan los tratamientos de las enfermedades 
psiquiátricas9.   
 
130. La Corte considera que todo tratamiento de salud dirigido a personas con 
discapacidad mental debe tener como finalidad principal el bienestar del paciente y 

                                                 
6 Cfr. Caso Caesar, supra nota 111, párr. 69; y Caso Loayza Tamayo. Sentencia de 17 de 
septiembre de 1997. Serie C No. 33, párr. 57. 
 
7 Cfr. Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y el Mejoramiento de la Atención de 
Salud Mental, supra nota 32, principio 1; Organización Mundial de la Salud. División de Salud Mental y 
Prevención del Abuso de Sustancias. Diez Principios Básicos de las Normas para la Atención de la Salud 
Mental, supra nota 37, principio 2; Normas Uniformes sobre la igualdad de oportunidades para las 
personas con discapacidades.  Resolución No. 48/96 de la Asamblea General de la ONU, Documento 
A/48/49 (1993), art. 2; Declaración de los Derechos del Retrasado Mental.  Resolución de la Asamblea 
General de la ONU, Documento A/8429 (1971), art. 2; y Programa de Acción Mundial para los 
Impedidos.  Resolución No. 37/52 de la Asamblea General de la ONU, Documento A/37/51 (1982), 
párrs. 95 al 107. 
 
8 Cfr. Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra las personas con Discapacidad, supra nota. 35, artículo III.2; y Organización Mundial de la Salud. 
División de Salud Mental y Prevención del Abuso de Sustancias. Diez Principios Básicos de las Normas 
para la Atención de la Salud Mental, supra nota 37, principios 1, 2 y 4.  
 
9 Cfr. Normas Uniformes sobre la igualdad de oportunidades para las personas con 
discapacidades, supra nota 114, art. 9.4; Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, 
Observación General No. 5, “Personas con Discapacidad”, supra nota 35, párr. 9; y Normas del Comité 
Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes, CPT/Inf/E 
(2002) 1 – Rev. 2004, párr. 51.  En ese sentido, cfr. European Court of Human Rights, Keenan v. United 
Kingdom, Application no. 27229/95, judgment of 3 April 2001, p. 111, y European Court of Human 
Rights, Herczegfalvy v. Austria, Application no. 10533/83, judgment of 24 September 1992, p. 82. 
 



el respeto a su dignidad como ser humano, que se traduce en el deber de adoptar 
como principios orientadores del tratamiento psiquiátrico, el respeto a la intimidad 
y a la autonomía de las personas.  El Tribunal reconoce que este último principio no 
es absoluto, ya que la necesidad misma del paciente puede requerir algunas veces 
la adopción de medidas sin contar con su consentimiento.  No obstante, la 
discapacidad mental no debe ser entendida como una incapacidad para 
determinarse, y debe aplicarse la presunción de que las personas que padecen de 
ese tipo de discapacidades son capaces de expresar su voluntad, la que debe ser 
respetada por el personal médico y las autoridades.  Cuando sea comprobada la 
imposibilidad del enfermo para consentir, corresponderá a sus familiares, 
representantes legales o a la autoridad competente, emitir el consentimiento en 
relación con el tratamiento a ser empleado10.  
 
i) Cuidados mínimos y condiciones de internación dignas 
 
[…] 
 
132. La Corte considera que las precarias condiciones de funcionamiento de la 
Casa de Reposo Guararapes, tanto en cuanto las condiciones generales del lugar 
como la atención médica, se distanciaban de forma significativa a las adecuadas 
para ofrecer un tratamiento de salud digno, particularmente en razón de que 
afectaban a personas con una gran vulnerabilidad por su discapacidad mental, y 
eran per se incompatibles con una protección adecuada de la integridad personal y 
de la vida.   
 

ii) El uso de la sujeción  
 
133. La sujeción se entiende  como cualquier acción que interfiera con la 
capacidad de un paciente de tomar decisiones o que restringe su libertad de 
movimiento.  La Corte toma nota que el uso de la sujeción posee un alto riesgo de 
ocasionar daños o la muerte del paciente, y que las caídas y lesiones son comunes 
durante dicho procedimiento11. 
 
134. El Tribunal considera que la sujeción es una de las medidas más agresivas a 
que puede ser sometido un paciente en tratamiento psiquiátrico.  Para que esté en 
conformidad con el respeto a la integridad psíquica, física y moral de la persona, 
según los parámetros exigidos por el artículo 5 de la Convención Americana, debe 
ser empleada como medida de último recurso y únicamente con la finalidad de 
proteger al paciente, o bien al personal médico y a terceros, cuando el 
comportamiento de la persona en cuestión sea tal que ésta represente una 

                                                 
10 Cfr. Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y el Mejoramiento de la Atención de 
Salud Mental, supra nota 32, principios 9.4 y 11; Organización Mundial de la Salud. División de Salud 
Mental y Prevención del Abuso de Sustancias. Diez Principios Básicos de las Noemas para la Atención de 
la Salud Mental, supra nota 37, principios 5, 6 y 9; Organización Panamericana de Salud, Declaración de 
Caracas, adoptada por la Conferencia Reestructuración de la Atención Psiquiátrica en América Latina el 
14 de noviembre 1990, art. 3; Asociación Psiquiátrica Mundial (APM), Declaración de Madrid Sobre los 
Requisitos Éticos de la Práctica de la Psiquiatría, aprobada por la Asamblea General de la APM el 25 de 
agosto 1996, revisada el 26 de agosto 2002, preámbulo y párr. 4; y World Psychiatric Association 
(WPA), Declaration of Hawaii/II, adopted by the WPA General Assembly on 10th July 1983, p. 2 y 5. 
 
11 Cfr. Normas del Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos 
Inhumanos o Degradantes, CPT/Inf/E (2002) 1 – Rev. 2004. Extracto del 8º Informe General 
CPT/INF(98) 12, párrs. 47 al 49; American Hospital Association/National Association of Psychiatric 
Health Systems, Guiding Principles on Restraint and Seclusion for Behavioral Health Services, 25 
February 1999; American Geriatrics Society Position Statement: Guidelines For Restraint Use, Last 
Updated January 1º, 1997; y American Medical Association, Guidelines for the Use of Restraints in Long-
Term Care Facilities, June 1989, p. 5. 
 



amenaza a la seguridad de aquéllos.  La sujeción no puede tener otro motivo sino 
éste, y sólo debe ser llevada a cabo por personal calificado y no por los pacientes12.   
 
[…] 
 
136. Al señor Damião Ximenes Lopes se le sujetó con las manos hacia atrás entre 
la noche del domingo y el lunes por la mañana sin una reevaluación de la necesidad 
de proseguir en la contención, y se le dejó caminar sin la adecuada supervisión.  
Esta forma de sujeción física a que fue sometida la presunta víctima no satisface la 
necesidad de proveer al paciente un tratamiento digno, ni la protección de su 
integridad psíquica, física o moral. 
 

B) Los deberes del Estado en relación con las personas con discapacidad mental 
 
137. La Corte ya señaló que de la obligación general de garantía de los derechos 
a la vida y a la integridad física, nacen deberes especiales de protección y 
prevención, los cuales, en el presente caso, se traducen en deberes de cuidar y de 
regular. 
 
1. El deber de cuidar 
 
138. Con la finalidad de determinar las obligaciones del Estado en relación con las 
personas que padecen de una discapacidad mental, la Corte estima necesario tomar 
en cuenta, en primer lugar, la posición especial de garante que asume el Estado 
con respecto a personas que se encuentran bajo su custodia o cuidado, a quienes el 
Estado tiene la obligación positiva de proveer las condiciones necesarias para 
desarrollar una vida digna13.   
 
139. En segundo lugar, el Tribunal considera que lo anterior se aplica de forma 
especial a las personas que se encuentran recibiendo atención médica, ya que la 
finalidad última de la prestación de servicios de salud es la mejoría de la condición 
de salud física o mental del paciente, lo que incrementa significativamente las 
obligaciones del Estado, y le exige la adopción de las medidas disponibles y 
necesarias para impedir el deterioro de la condición del paciente y optimizar su 
salud. 
 
140. Finalmente, los cuidados de que son titulares todas las personas que se 
encuentran recibiendo atención médica, alcanzan su máxima exigencia cuando se 
refieren a pacientes con discapacidad mental, dada su particular vulnerabilidad 
cuando se encuentran en instituciones psiquiátricas. 
 
 
2. El deber de regular y fiscalizar 
 

                                                 
12 Cfr. Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y el Mejoramiento de la Atención de 
Salud Mental, supra nota 32, principio 11.11. 
 
13 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 120; Caso López Álvarez. Sentencia de 1 de 
febrero de 2006. Serie C No. 141, párrs. 104 a 106; Caso García Asto y Ramírez Rojas, supra nota 20, 
párr. 221; Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, supra nota 30, párr. 162, Caso Lori Berenson Mejía, 
supra nota 24, párr. 102; Caso Tibi, supra nota 111, párr. 150; Caso “Instituto de Reeducación del 
Menor”, supra nota 108, párr. 152; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 108, párr. 98; 
Caso Bulacio. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie C No. 100, párr. 138, y Caso Juan 
Humberto Sánchez, supra nota 30, párr. 111.  En el mismo sentido, Caso de la Cárcel de Urso Branco. 
Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 21 de 
septiembre de 2005, considerando sexto; y Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri. Medidas 
Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 7 de mayo de 2004, 
considerando décimo tercero. 
 



141. El Tribunal ha establecido que el deber de los Estados de regular y fiscalizar 
las instituciones que prestan servicio de salud, como medida necesaria para la 
debida protección de la vida e integridad de las personas bajo su jurisdicción, 
abarca tanto a las entidades públicas y privadas que prestan servicios públicos de 
salud, como aquellas instituciones que se dedican exclusivamente a servicios 
privados de salud (supra párrs. 89 y 90).  En particular, respecto de las 
instituciones que prestan servicio público de salud, tal y como lo hacía la Casa de 
Reposo Guararapes, el Estado no sólo debe regularlas y fiscalizarlas, sino que 
además tiene el especial deber de cuidado en relación con las personas ahí 
internadas.  
 
142. En el presente caso la Casa de Reposo Guararapes operaba en el marco del 
sistema público de salud, y el Estado estaba obligado a regularla y fiscalizarla, no 
sólo en virtud de sus obligaciones derivadas de la Convención Americana, sino 
también en razón de su normativa interna.  Según lo dispuesto en el artículo 197 
de la Constitución, “son de relevancia pública las acciones y servicios de salud, y 
cabe al poder público disponer, de acuerdo con la ley, sobre su reglamentación, 
fiscalización y control [...]”.  Asimismo, el artículo 200 de la Constitución señala que 
“al [S]istema [Ú]nico de [S]alud compete […] controlar y fiscalizar procedimientos 
[... y] ejecutar las acciones de vigilancia sanitaria[...]”.  A su vez, el artículo 6° de 
la Ley No. 8.080 de 1990 dispone que “[e]stán incluidas en el campo de actuación 
del Sistema Único de Salud (SUS), [inter alia,] la ejecución de acciones […tanto] de 
vigilancia sanitaria, [la cual] se comprende por un conjunto de acciones capaz de 
eliminar, disminuir o prevenir riesgos a la salud y de intervenir en los problemas 
sanitarios decurrentes […] de la prestación de servicios de interés de la salud, [así 
como] el control y la fiscalización de servicios, productos y substancias de interés 
de la salud [...].” 
 
143. El Tribunal observa que el Estado conocía las condiciones de internación que 
la Casa de Reposo Guararapes ofrecía en la época de los hechos.  La violencia en 
contra de sus pacientes ya había sido el contexto de la muerte de dos personas 
internadas en dicho hospital (supra párr. 112.58).  Además, el 15 de mayo de 1996 
el Grupo de Acompañamiento de Asistencia Psiquiátrica del Ministerio de Salud 
(GAP) había emitido un informe sobre el resultado de la inspección realizada en la 
Casa de Reposo Guararapes, en el cual se recomendó el cierre de dos enfermerías 
del hospital, por falta de condiciones de funcionamiento, infiltración y otras 
irregularidades (supra párr. 112.62). 
 
144. La Corte observa que fue hasta el 21 de octubre de 1999 que los 
funcionarios del Departamento de Vigilancia Sanitaria de la Secretaría de Salud y 
Asistencia Social realizaron una inspección en la Casa de Reposo Guararapes para 
averiguar si el hospital obedecía las especificaciones de la normativa pertinente.  
Además, hasta el 4 de noviembre de 1999 la Coordinadora de Control, Evaluación y 
Auditoría y el Médico Auditor del Sistema Municipal de Auditoria, visitaron la Casa 
de Reposo Guararapes.  Coincidentemente, los tres órganos concluyeron que el 
hospital no cumplía con las exigencias de la normativa pertinente y recomendaron 
que se arreglaran de inmediato las irregularidades (supra párrs. 112.63 y 112.64).  
 
145. A pesar de que la competencia contenciosa de la Corte fue reconocida por el 
Estado el 10 de diciembre de 1998, el Tribunal considera que el lapso de 10 meses 
y 11 días desde esa fecha hasta el 21 de octubre de 1999, período en que ninguna 
medida fue adoptada para mejorar las precarias condiciones de la atención de salud 
en la Casa de Reposo Guararapes, no es compatible con el deber del Estado de 
regular la atención de salud prestada a las personas bajo su jurisdicción, en razón 
de que ya había una situación irregular desde el 15 de mayo de 1996. 
 



146. El Estado tiene responsabilidad internacional por incumplir, en el presente 
caso, su deber de cuidar y de prevenir la vulneración de la vida y de la integridad 
personal, así como su deber de regular y fiscalizar la atención médica de salud, los 
que constituyen deberes especiales derivados de la obligación de garantizar los 
derechos consagrados en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana. 
 
 
3. El deber de investigar 
 
147. La obligación de garantizar los derechos humanos consagrados en la 
Convención no se agota con la existencia de un orden normativo dirigido a hacer 
posible el cumplimiento de esta obligación, sino que comporta la necesidad de una 
conducta gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz 
garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos14.  En ese sentido, una 
de esas condiciones para garantizar efectivamente el derecho a la vida y a la 
integridad personal es el cumplimiento del deber de investigar las afectaciones a los 
mismos, el cual se deriva del artículo 1.1 de la Convención en conjunto con el 
derecho sustantivo que debe ser amparado, protegido o garantizado15. 
 
148. Dado lo anterior el Estado tiene el deber de iniciar ex officio y sin dilación, 
una investigación seria, imparcial y efectiva, que no se emprenda como una simple 
formalidad condenada de antemano a ser infructuosa16.  Esta investigación debe 
ser realizada por todos los medios legales disponibles y orientada a la 
determinación de la verdad y a la investigación, enjuiciamiento y castigo de todos 
los responsables de los hechos, especialmente cuando están o puedan estar 
involucrados agentes estatales17. 

                                                

 
149. Para determinar si la obligación de proteger los derechos a la vida y a la 
integridad personal mediante una investigación seria de lo ocurrido se ha cumplido 
a cabalidad, es preciso examinar los procedimientos abiertos a nivel interno 
destinados a dilucidar los hechos, lo cual se efectuará en el Capítulo X de la 
presente Sentencia. 
 

* 
 
150. Las anteriores consideraciones llevan a la Corte a concluir que, por haber 
faltado a sus deberes de respeto, prevención y protección, en relación con la 
muerte y los tratos crueles, inhumanos y degradantes sufridos por el señor Damião 
Ximenes Lopes, el Estado tiene responsabilidad por la violación de los derechos a la 
vida y a la integridad personal, consagrados en los artículos 4.1 y 5.1 y 5.2 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio del señor 
Damião Ximenes Lopes. 
 

IX 
VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 5 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

 
14 Cfr. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, supra nota 4, párr. 167; y Caso de la Masacre de 
Pueblo Bello, supra nota 25, párr. 142. 
 
15 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 92; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra 
nota 25, párr. 142; y Caso de la Masacre de Mapiripán, supra nota 21, párr. 233. 
 
16 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párrs. 92 y 93; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, 
supra nota 25, párr. 143; y Caso de la Masacre de Mapiripán, supra nota 21, párrs. 219 y 223.  
 
17 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 94; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra 
nota 25, párr. 143; y Caso de la Comunidad Moiwana. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 
124, párr. 203. 
 



 EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 DE LA MISMA  
 (Derecho a la Integridad Personal y  
Obligación de Respetar los Derechos) 

[…]  
 
157. Analizadas las circunstancias del caso, con base en la Convención 
Americana, y a la luz del principio iura novit curia, la Corte considera probado el 
sufrimiento de la señora Albertina Viana Lopes, madre del señor Damião Ximenes 
Lopes, por el tratamiento dado a éste por el Estado, que culminó con el 
fallecimiento de su hijo.  Fue ella quien dejó a su hijo bajo custodia de la Casa de 
Reposo Guararapes por encontrarse enfermo, en la espera de su recuperación.[…] 
 
163. De lo expuesto anteriormente, la Corte considera que el Estado tiene 
responsabilidad por la violación del derecho a la integridad personal consagrado en 
el artículo 5 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio de las señoras Albertina Viana Lopes e Irene Ximenes 
Lopes Miranda y los señores Francisco Leopoldino Lopes y Cosme Ximenes Lopes. 
 
[…] 
 

X 
VIOLACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 8.1 Y 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 DE LA MISMA 
(Derecho a las Garantías Judiciales, a la Protección Judicial y 

Obligación de Respetar los Derechos) 
 

[…] 
 
170. En el presente caso, la Comisión y los representantes alegaron la violación 
de los artículos 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de ese tratado, en perjuicio de los 
familiares de la presunta víctima, con fundamento en que el proceso penal que se 
inició para investigar, identificar y sancionar a los responsables de los malos tratos 
y muerte del señor Damião Ximenes Lopes, aún se encuentra pendiente, a más de 
seis años de los hechos, sin que a la fecha se haya dictado sentencia de primera 
instancia (supra párr. 112.43).  Asimismo, la acción civil de resarcimiento que 
busca una compensación por los daños tampoco ha sido resuelta (supra párrs. 
112.49).  En consecuencia, la Corte estima necesario examinar las diversas 
diligencias respecto a la investigación policial y el procedimiento penal y la acción 
civil de resarcimiento, que actualmente se tramitan a nivel interno.  Dicho examen 
debe hacerse de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana, en relación con los familiares de la presunta víctima. 
 
171. El Tribunal debe determinar si los procedimientos han sido desarrollados con 
respeto a las garantías judiciales, en un plazo razonable, y si han ofrecido un 
recurso efectivo para asegurar los derechos de acceso a la justicia, el conocimiento 
de la verdad de los hechos y la reparación a los familiares.  
 
[…] 
 
176. Del análisis de los hechos del presente caso se desprende que las señoras 
Albertina Viana Lopes e Irene Ximenes Lopes Miranda fueron quienes iniciaron, 
acompañaron e intervinieron en el desarrollo de las gestiones para averiguar lo que 
había sucedido al señor Damião Ximenes Lopes, razón por la cual el Tribunal pasará 
a analizar si el Estado les proporcionó un recurso efectivo. 
 



A) Investigación policial y diligencias relacionadas con la muerte del señor 
Damião Ximenes Lopes 

[…] 
 
178. Como consecuencia de los hechos, el Estado inició una investigación policial 
y realizó diversas diligencias relacionadas con la muerte del señor Damião Ximenes 
Lopes.  La Corte analizará si aquéllas han sido serias, imparciales y efectivas, y si 
no se han emprendido como una simple formalidad18. 
 
179. En consideración de las circunstancias violentas en que se dio la muerte del 
señor Damião Ximenes Lopes (supra párr. 112.11), este Tribunal estima que es 
necesario para la investigación de toda muerte violenta observar reglas similares a 
las contenidas en el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de 
Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de las Naciones Unidas.  Las 
autoridades estatales que conducen una investigación deben, inter alia: a) 
identificar a la víctima; b) recuperar y preservar el material probatorio relacionado 
con su muerte, con el fin de ayudar en cualquier investigación; c) identificar 
posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con la muerte que se 
investiga; d) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así como 
cualquier procedimiento o práctica que pueda haberla provocado, y e) distinguir 
entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y homicidio.  Además, es 
necesario investigar exhaustivamente la escena del crimen, y se deben realizar 
autopsias y análisis de restos humanos, en forma rigurosa, por profesionales 
competentes y empleando los procedimientos más apropiados19. 
 
[…] 
 
182. Esta Corte estima que el referido médico Francisco Ivo de Vasconcelos, al 
examinar el cuerpo de la presunta víctima, no adoptó las medidas adecuadas, ya 
que como él lo señaló en su declaración, examinó el cadáver, y no informó que el 
cuerpo presentaba lesiones externas, las cuales fueron descritas posteriormente en 
el dictamen de la autopsia, esto pese a que conocía las circunstancias de violencia 
en la Casa de Reposo de Guararapes, así como las condiciones particulares de la 
presunta víctima (supra párrs. 112.9 y 112.56).  De las referidas declaraciones se 
desprende que en su examen, el médico descartó posibles causas de la muerte, 
pero no fundó su diagnóstico de muerte por paro cardio-respiratorio e ignoró la 
existencia de lesiones, y debió entonces determinar la práctica de una autopsia, 
para hacer un estudio exhaustivo del cadáver de la presunta víctima. 
 
183. Ante la falta de claridad en relación con las circunstancias que rodearon la 
muerte del señor Ximenes Lopes, sus familiares llevaron el cuerpo al Instituto 
Médico Legal de la ciudad de Fortaleza, capital del estado del Ceará, para que se le 
realizara una autopsia. 
 
[…] 
 
187. Esta Corte considera que el protocolo de autopsia que se practicó al señor 
Damião Ximenes Lopes el 4 de octubre de 1999, no cumplió con las directrices 
internacionales reconocidas para las investigaciones forenses, ya que no indicó, 

                                                 
18 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párrs. 92 y 93; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, 
supra nota 25, párrs. 143 y 144; y Caso Gómez Palomino, supra nota 21, párr. 77. 
 
19 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 96; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra 
nota 25, párr. 177; y Caso de la Masacre de Mapiripán, supra nota 21, párr. 224.  Véase también, 
Manual Sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y 
Sumarias de las Naciones Unidas, Doc. E/ST/CSDHA/12 (1991). 
 



entre otras, una descripción completa de las lesiones externas y del instrumento 
que las ocasionó; la apertura y descripción de las tres cavidades corporales 
(cabeza, tórax y abdomen); en la conclusión se indicó como “causa indeterminada” 
la muerte, y por consiguiente tampoco se señaló el instrumento que la ocasionó.  A 
su vez, la Dirección Técnica-Científica del Instituto Médico Legal que realizó la 
exhumación también concluyó que se trató “de un caso de muerte real de causa 
indeterminada”.  Este Tribunal estima que los Estados, en atención a sus 
obligaciones de investigar los delitos, deben asignar a una autoridad competente 
para que realice las investigaciones forenses, entre las que se incluye la autopsia, 
en observancia de las normativas interna e internacional.  En el presente caso, es 
claro que el Instituto de Medicina Legal no realizó ni documentó los hallazgos 
encontrados durante la autopsia como lo establecen las normas y prácticas 
forenses.   
 
188. Por otra parte, en lo que se refiere a la investigación policial sobre la muerte 
del señor Damião Ximenes Lopes, está demostrado que fue iniciada por la 
Comisaría Regional de Sobral el 9 de noviembre de 1999, 36 días después de lo 
ocurrido en la Casa de Reposo Guararapes (supra párr. 112.18). 
 
189. Hubo una falta a la debida diligencia de las autoridades estatales al no iniciar 
inmediatamente la investigación de los hechos, lo que impidió, entre otras cosas, la 
oportuna preservación y recolección de la prueba y la identificación de testigos 
oculares.  Asimismo, los funcionarios estatales no preservaron ni realizaron una 
inspección de la Casa de Reposo Guararapes, ni efectuaron una reconstrucción de 
los hechos para explicar las circunstancias en que murió el señor Ximenes Lopes. 
 
190. Debido a esa falta de investigación, los familiares de la presunta víctima 
denunciaron ante diversos organismos los hechos relacionados con la muerte del 
señor Ximenes Lopes y reclamaron justicia en el caso.  La señora Albertina Viana 
Lopes, madre de la presunta víctima, recurrió ante la Coordinadora Municipal de 
Control y Evaluación de la Secretaría de Salud y Asistencia Social, y la señora Irene 
Ximenes Lopes Miranda, hermana de la presunta víctima, recurrió ante la Comisión 
de Ciudadanía y Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa del estado del Ceará  
(supra párr. 112.17). 
 
191. Todas las falencias mencionadas demuestran la negligencia de las 
autoridades encargadas de examinar las circunstancias de la muerte del señor 
Damião Ximenes Lopes y constituyen graves faltas al deber de investigar los 
hechos20. 
 

B) Proceso penal  
 

192. El artículo 25.1 de la Convención establece la obligación de los Estados de 
garantizar a todas las personas bajo su jurisdicción un recurso judicial efectivo 
contra actos violatorios de sus derechos fundamentales21.  No basta con la 
existencia formal de los recursos, sino que éstos deben ser efectivos, es decir, 
deben ser capaces de producir resultados o respuestas a las violaciones de 
derechos contemplados en la Convención22.  La existencia de esta garantía 
constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del 

                                                 
20 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 25, párr. 178; y Caso de la Masacre de 
Mapiripán, supra nota 21, párr. 228. 
 
21 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 144; Caso Acevedo Jaramillo y otros, supra nota 
4, párr. 214; y Caso López Álvarez, supra nota 121, párr. 137. 
 
22 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 144; Caso Acevedo Jaramillo y otros, supra nota 
4, párr. 213; y Caso López Álvarez, supra nota 121, párr. 137. 
 



propio Estado de Derecho en una sociedad democrática, en el sentido de la 
Convención23. 
 
[…] 
 
194. En respuesta a los tratos crueles, inhumanos y degradantes a los que fue 
sometido el señor Damião Ximenes Lopes y a su posterior muerte, el primer 
recurso que el Estado debió haber suministrado era una investigación efectiva y un 
proceso judicial realizado de acuerdo con los requerimientos del artículo 8 de la 
Convención tendiente al esclarecimiento de los hechos, la sanción de los 
responsables y el otorgamiento de una compensación adecuada.  
 
[…] 
 
196. Para examinar si en este proceso el plazo fue razonable, según los términos 
del artículo 8.1 de la Convención, la Corte tomará en consideración tres elementos: 
a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado y c) la 
conducta de las autoridades judiciales24. 
 
[…] 
 
199. La demora del proceso se ha debido únicamente a la conducta de las 
autoridades judiciales.  El 27 de marzo de 2000 el Ministerio Público presentó la 
denuncia penal en contra de los presuntos responsables por los hechos, y a más de 
seis años de iniciado el procedimiento, aún no se ha dictado sentencia de primera 
instancia.  Las autoridades competentes se han limitado a diligenciar la recepción 
de pruebas testimoniales.  Está probado que la Tercera Sala del Juzgado de Sobral 
tardó más de dos años en celebrar las audiencias destinadas a escuchar las 
declaraciones de testigos e informantes, y durante algunos períodos no ha realizado 
ninguna actividad tendiente a terminar el proceso (supra párr. 112.29).  Al 
respecto, esta Corte estima que no procede el argumento del Estado de que el 
retraso se debe, entre otros, al gran número de declaraciones que ha tenido que 
recibir, o a haber tenido que comisionar a otros despachos judiciales para recibir las 
declaraciones de testigos que no residían en Sobral, o al volumen de trabajo del 
despacho judicial que conoce la causa. 
 
[…] 
 
201. Finalmente, a más de dos años de la ampliación de la acusación no se ha 
producido un avance importante en el caso. 
 
[…] 

                                                 
23 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 144; Caso López Álvarez, supra nota 121, párr. 
138; Caso Palamara Iribarne, supra nota 31, párr. 184; Caso Acosta Calderón. Sentencia de 24 de junio 
de 2005. Serie C No. 129, párr. 93; Caso Yatama. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No 127, 
párr. 169; Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120, 
párr. 75; Caso Tibi, supra nota 111, párr. 131; Caso 19 Comerciantes, supra nota 108, párr. 193; Caso 
Maritza Urrutia, supra nota 111, párr. 117; Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 30, párr. 121; 
Caso Cantos, supra nota 126, párr. 52; y Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros, supra nota 126, 
párr. 150; Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Sentencia de 31 de agosto de 2001. 
Serie C No 79, párr. 112; Caso Ivcher Bronstein. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No 74, 
párr. 135; Caso del Tribunal Constitucional. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No 71, párr. 90; 
Caso Bámaca Velásquez, supra nota 111, párr. 191; Caso Cantoral Benavides, supra nota 111, párr. 
163; Caso Durand y Ugarte. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr. 101; y Caso de 
los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra nota 108, párr. 234.   
 
24 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 151; Caso López Álvarez, supra nota 121, párr. 
132; y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 25, párr. 171. 
 



203. El plazo en que se ha desarrollado el procedimiento penal en el caso sub 
judice no es razonable, ya que a más de seis años, o 75 meses de iniciado, todavía 
no se ha dictado sentencia de primera instancia y no se han dado razones que 
puedan justificar esta demora.  Este Tribunal considera que este período excede en 
mucho el principio de plazo razonable consagrado en la Convención Americana, y 
constituye una violación del debido proceso25.  
 
204. Por otra parte, la falta de conclusión del proceso penal ha tenido 
repercusiones particulares para las familiares del señor Damião Ximenes Lopes, ya 
que, en la legislación del Estado, la reparación civil por los daños ocasionados como 
consecuencia de un hecho ilícito tipificado penalmente puede estar sujeta al 
establecimiento del delito en un proceso de naturaleza criminal, por lo que en la 
acción civil de resarcimiento tampoco se ha dictado sentencia de primera instancia.  
Es decir, la falta de justicia en el orden penal ha impedido que las familiares del 
señor Ximenes Lopes, en particular su madre, obtengan una compensación civil por 
los hechos del presente caso.  
 
205. Por lo expuesto, la Corte considera que el Estado no dispuso de un recurso 
efectivo para garantizar, en un plazo razonable, el derecho de acceso a la justicia 
de las señoras Albertina Viana Lopes e Irene Ximenes Lopes Miranda, madre y 
hermana, respectivamente, del señor Damião Ximenes Lopes, con plena 
observancia de las garantías judiciales. 

* 
 
206. La Corte concluye que el Estado no ha proporcionado a las familiares del 
señor Ximenes Lopes un recurso efectivo para garantizar el acceso a la justicia, la 
determinación de la verdad de los hechos, la investigación, identificación, 
procesamiento y, en su caso, la sanción de los responsables y la reparación de las 
consecuencias de las violaciones.  Por lo tanto, el Estado tiene responsabilidad por 
la violación de los derechos a las garantías judiciales y protección judicial 
consagrado en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con 
el artículo 1.1 de ese mismo tratado, en perjuicio de las señoras Albertina Viana 
Lopes e Irene Ximenes Lopes Miranda.  
 

XI 
REPARACIONES 

APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 63.1 
[…] 
 

XII 
PUNTOS RESOLUTIVOS 

 
 
262. Por tanto,  
 
 
LA CORTE,  
 
 
DECIDE, 
 
 
Por unanimidad, 
 

                                                 
25 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 4, párr. 153; Caso García Asto y Ramírez Rojas, supra 
nota 20, párrs. 167 al 172; y Caso Gómez Palomino, supra nota 21, párr. 85. 



1.  Admitir el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado 
por el Estado por la violación de los derechos a la vida y a la integridad personal, 
consagrados en los artículos 4.1 y 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en 
relación con la obligación general de respetar y garantizar los derechos establecida 
en el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio del señor Damião Ximenes Lopes, 
en los términos de los párrafos 61 a 81 de la presente Sentencia. 
 
 
DECLARA,  
 
Por unanimidad, que  
 
2. El Estado violó, en perjuicio del señor Damião Ximenes Lopes, tal como lo 
reconoció, los derechos a la vida y a la integridad personal, consagrados en los 
artículos 4.1 y 5.1 y 5.2, de la Convención Americana, en relación con la obligación 
general de respetar y garantizar los derechos establecida en el artículo 1.1 de dicho 
tratado, en los términos de los párrafos 119 a 150 de la presente Sentencia. 
 
3. El Estado violó, en perjuicio de las señoras Albertina Viana Lopes e Irene 
Ximenes Lopes Miranda y los señores Francisco Leopoldino Lopes y Cosme Ximenes 
Lopes, familiares del señor Damião Ximenes Lopes, el derecho a la integridad 
personal, consagrado en el artículo 5 de la Convención Americana, en relación con 
la obligación general de respetar y garantizar los derechos establecida en el artículo 
1.1 de dicho tratado, en los términos de los párrafos 155 a 163 de la presente 
Sentencia. 
 
4. El Estado violó, en perjuicio de las señoras Albertina Viana Lopes e Irene 
Ximenes Lopes Miranda, familiares del señor Damião Ximenes Lopes, los derechos a 
las garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados en los artículos 8.1 y 
25.1 de la Convención Americana, en relación con la obligación general de respetar 
y garantizar los derechos establecida en el artículo 1.1 de la misma, en los términos 
de los párrafos 170 a 206 de la presente Sentencia. 
 
5. Esta Sentencia constituye per se una forma de reparación, en los términos 
del párrafo 251 de la misma. 
 
 
Y DISPONE,  
 
 
Por unanimidad, que: 
 
6. El Estado debe garantizar, en un plazo razonable, que el proceso interno 
tendiente a investigar y sancionar a los responsables de los hechos de este caso 
surta sus debidos efectos, en los términos de los párrafos 245 a 248 de la presente 
Sentencia. 
 
 
7. El Estado debe publicar, en el plazo de seis meses, en el Diario Oficial y en 
otro diario de amplia circulación nacional, por una sola vez, el Capítulo VII relativo 
a los Hechos Probados de esta Sentencia, sin las notas al pie de página 
correspondientes, así como la parte resolutiva de la presente Sentencia, en los 
términos del párrafo 249 de la misma. 
 
8. El Estado debe continuar desarrollando un programa de formación y 
capacitación para el personal médico, psiquiátrico, psicológico, de enfermería, 
auxiliares de enfermería y para todas aquellas personas vinculadas con la atención 



de salud mental, en particular, sobre los principios que deben regir el trato de las 
personas que padecen discapacidades mentales, conforme a los estándares 
internacionales en la materia y aquellos establecidos en la presente Sentencia, en 
los términos del párrafo 250 de la misma. 
 
9. El Estado debe pagar en efectivo a las señoras Albertina Viana Lopes e Irene 
Ximenes Lopes Miranda, en el plazo de un año, por concepto de la indemnización 
por daño material, la cantidad fijada en los párrafos 225 y 226 de la presente 
Sentencia, en los términos de los párrafos 224 a 226 de la misma. 
 
10. El Estado debe pagar en efectivo a las señoras Albertina Viana Lopes e Irene 
Ximenes Lopes Miranda, y los señores Francisco Leopoldino Lopes y Cosme 
Ximenes Lopes, en el plazo de un año, por concepto de la indemnización por daño 
inmaterial, la cantidad fijada en el párrafo 238 de la presente Sentencia, en los 
términos de los párrafos 237 a 239 de la misma. 
 
11. El Estado debe pagar en efectivo, en el plazo de un año, por concepto de 
costas y gastos generados en el ámbito interno y en el proceso internacional ante el 
sistema interamericano de protección de los derechos humanos, la cantidad fijada 
en el párrafo 253 de la presente Sentencia, la cual deberá ser entregada a la 
señora Albertina Viana Lopes, en los términos de los párrafos 252 a 253 de la 
misma. 
 
12. Supervisará el cumplimiento íntegro de esta Sentencia, y dará por concluido 
el presente caso una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo 
dispuesto en la misma. Dentro del plazo de un año, contado a partir de la 
notificación de esta Sentencia, el Estado deberá rendir a la Corte un informe sobre 
las medidas adoptadas para darle cumplimiento. 
 
El Juez Sergio García Ramírez hizo conocer a la Corte su Voto Razonado y el Juez 
Antônio Augusto Cançado Trindade hizo conocer a la Corte su Voto Separado, los 
cuales acompañan la presente Sentencia. 
 
 
Redactada en español y en portugués, haciendo fe el texto en español, en San 
José, Costa Rica, 4 de julio de 2006. 
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